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permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o 
interventor, según corresponda (…)”.

Que el Gobierno nacional, por medio del Decreto número 4170 de 2011, creó la Agencia 
Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente, que tiene como objetivo 
desarrollar e impulsar políticas públicas y herramientas, orientadas a la organización y 
articulación de los partícipes en los procesos de compras y contratación pública, con el fin 
de lograr una mayor eficiencia, transparencia y optimización de los recursos del Estado.

Que, entre las funciones de Colombia Compra Eficiente, desarrolladas a través de la 
Subdirección de Gestión Contractual, está la de desarrollar e implementar estándares y 
documentos tipo para las diferentes etapas de la gestión contractual pública. Para el efecto, 
Colombia Compra Eficiente ha expedido pliegos, contratos tipo, guías y lineamientos, 
entre otros documentos.

Que el artículo 2.2.1.2.5.3 del Decreto número 1082 de 2015, establece que las 
Entidades Estatales deben contar con un manual de contratación, el cual debe cumplir con 
los lineamientos que para el efecto señale Colombia Compra Eficiente.

Que, mediante la Resolución número 6512 de 2022, se efectuó una reorganización 
tanto de la estructura de la CRC, como de los grupos internos de trabajo, asignando a la 
Coordinación Ejecutiva, entre otras funciones la de: “Apoyar jurídicamente y coordinar 
con los demás Grupos Internos de Trabajo el cumplimiento de los lineamientos estipulados 
en el manual de contratación de la entidad y los trámites administrativos internos que de 
allí se deriven, desde la elaboración de los estudios previos, durante la ejecución de los 
contratos y hasta su liquidación”.

Que, a través de la Resolución número 345 de 2023, se modificó la Resolución número 
579 de 2021, “Por medio de la cual se modificó el Comité de Compras, Licitaciones y 
Contratos con el fin de acompañar la actividad contractual de la Comisión de Regulación 
de Comunicaciones, a efectos de que el mismo cumpla funciones de fijar los lineamientos, 
orientar y decidir sobre los procesos de contratación de la CRC, además de brindar 
asesoría, estudio y recomendación sobre los asuntos contractuales de la Entidad”.

Que, los cambios normativos en materia de compras públicas, así como las 
modificaciones a la estructura y normas internas de la Comisión de Regulación de 
Comunicaciones, hacen necesario actualizar el Manual de Contratación y el Manual de 
Supervisión e Interventoría.

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Actualización Manual de Contratación. Adoptar la actualización del 
Manual de Contratación de la Comisión de Regulación de Comunicaciones, cuyo texto se 
anexa y forma parte integral de la presente resolución.

Artículo 2°. Actualización Manual de Supervisión e Interventoría. Adoptar la 
actualización del Manual de Supervisión e Interventoría de la Comisión de Regulación 
de Comunicaciones, cuyo texto se anexa y forma parte integral de la presente resolución.

Artículo 3°. Régimen de aplicación del Manual de Contratación. La actividad 
contractual de la CRC estará sujeta a lo previsto en el Manual de Contratación que por este 
acto administrativo se adopta y en lo no previsto se regirá por las normas de contratación 
estatal y todas aquellas que las modifiquen, adicionen o deroguen.

Artículo 4°. Régimen de aplicación del Manual de Supervisión e Interventoría. La 
actividad de supervisión e interventoría (cuando se requiera), a los contratos y/o convenios 
suscritos por la CRC, estará sujeta a lo previsto en el Manual de Supervisión e Interventoría 
que por este acto administrativo se adopta y lo no previsto se regirá por las normas de 
supervisión e interventoría y todas aquellas que las modifiquen, adicionen o deroguen.

Artículo 5°. Régimen de transición del Manual de Contratación. Los procesos 
de selección que se encuentren en curso, a la fecha de entrada en vigor de la presente 
resolución, se regirán por el Manual de Contratación vigente al momento de la publicación 
del aviso de convocatoria (en los procesos que se adelanten por las modalidades de 
licitación pública, selección abreviada o concurso de méritos) o de la invitación pública 
o de la solicitud de cotización (para el caso de las adquisiciones realizadas por acuerdo
marco de precios o cualquier instrumento de agregación de demanda) o la aprobación del
Comité de Compras, Licitaciones y Contratos para aquellos procesos que se adelantan por
la modalidad de contratación directa. Por lo tanto, todos los procesos de contratación que
adelante la CRC, con posterioridad a la entrada en vigor de la presente resolución, deberán
aplicar lo establecido en el manual que se aprueba con esta resolución.

Artículo 6°. Entrada en vigor del Manual de Supervisión e Interventoría. La ejecución 
contractual y poscontractual de todos los contratos se regirán por el Manual de Supervisión 
e Interventoría que se adopta con la presente resolución.

Artículo 7°. Derogatorias. Derogar la Resolución número 578 de 2021 y demás 
disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 8°. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su expedición y 
publicación.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá D. C. a 12 de junio de 2024.
La Directora Ejecutiva,

Lina María Duque del Vecchio.
(C. F.).

Agencia para la Reincorporación y la Normalización

resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 1369 DE 2024

(junio 11)
por la cual se establecen disposiciones relacionadas con la Estrategia de Sostenibilidad 

en el marco del Proceso de Reincorporación.
La Directora General de la Agencia para la Reincorporación y la Normalización, en 

uso de sus atribuciones legales, y en particular, la prevista en el artículo 2.3.2.4.1. del 
Decreto número 1081 de 2015, adicionado por el artículo 1° del Decreto número 1363 de 
2018, y

CONSIDERANDO:
Que mediante el Decreto Ley 4138 de 2011, modificado por el Decreto Ley 897 de 2017, 

se creó la Agencia para la Reincorporación y la Normalización (en adelante ARN), como 
una Unidad Administrativa Especial del orden nacional, dotada de personería jurídica y 
patrimonio independiente, adscrita al Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
República, cuyo objeto actual, de acuerdo con lo previsto en el artículo 4° del Decreto Ley 
4138 de 2011, modificado por el artículo 17 de la Ley 2294 de 2023, es el de “… gestionar, 
implementar, coordinar y evaluar, de forma articulada con las entidades e instancias 
competentes, las políticas de inclusión en la vida civil en el marco de los programas de 
reinserción, reintegración, reincorporación y de sometimiento o sujeción a la justicia de 
exintegrantes de grupos armados organizados, estructuras armadas organizadas de alto 
impacto, así como de las diseñadas para el acompañamiento a miembros activos y retirados 
de la Fuerza Pública que se encuentren sometidos y cumpliendo con las obligaciones 
derivadas del régimen de condicionalidad de la Jurisdicción Especial para la Paz, con 
el fin de promover la construcción de la paz, la seguridad humana y la reconciliación”.

Que el 24 de noviembre de 2016, el Gobierno nacional suscribió con el grupo armado 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, Ejercito del Pueblo (FARC-EP), el 
“Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 
duradera” (en adelante, Acuerdo Final de Paz), el cual fue posteriormente refrendado por 
parte del Congreso de la República, el 30 de noviembre del mismo año.

Que el Punto 3.2. del mencionado Acuerdo trata sobre la “Reincorporación de las 
FARC-EP a la vida civil -en lo económico, lo social y lo político- de acuerdo con sus 
intereses”, y señala que: “(…) La reincorporación a la vida civil será un proceso de 
carácter integral y sostenible, excepcional y transitorio, que considerará los intereses de 
la comunidad de las FARC-EP en proceso de reincorporación, de sus integrantes y sus 
familias, orientado al fortalecimiento del tejido social en los territorios, a la convivencia 
y la reconciliación entre quienes los habitan; asimismo, al despliegue y el desarrollo de 
la actividad productiva y de la democracia local. La reincorporación de las FARC-EP 
se fundamenta en el reconocimiento de la libertad individual y del libre ejercicio de los 
derechos individuales de cada uno de quienes son hoy integrantes de las FARC-EP en 
proceso de reincorporación”.

Que la reincorporación social y económica de los exintegrantes de las FARC-EP en 
Colombia es un componente clave del Acuerdo Final de Paz firmado en 2016, toda vez que 
este proceso busca facilitar la transición de las personas que hicieron parte de las FARC-
EP a la vida civil, brindando oportunidades para su reintegración social y económica.

Que bajo este contexto y teniendo en cuenta lo pactado en el Acuerdo Final de Paz, 
el Gobierno nacional expidió el Decreto Ley 899 de 2017, mediante el cual incorporó al 
ordenamiento legal medidas e instrumentos para la reincorporación económica y social, 
colectiva e individual de los exintegrantes de las FARC-EP, acreditados por la Oficina 
del Alto Comisionado para la Paz, , así como los beneficios económicos dentro de los 
cuales se encuentra el valor asignable a cada integrante de las FARC-EP establecido 
en el artículo 12, en virtud del cual “Cada integrante de las FARC-EP en proceso de 
reincorporación tendrá derecho por una vez, a un apoyo económico para emprender un 
proyecto productivo o de vivienda de carácter individual de que trata el artículo 14 o un 
proyecto productivo colectivo de que trata el artículo 13, por la suma de ocho millones de 
pesos ($8.000.000,00) moneda legal.”

Que el artículo 13 del citado decreto señala que el Consejo Nacional de Reincorporación 
(en adelante CNR), realizará la verificación de viabilidad de los proyectos productivos 
colectivos.

Que mediante el Decreto número 1212 de 2018, se adicionó un numeral 21 al artículo 
5° del Decreto Ley 4138 de 2011, estableciendo como función de la ARN “Verificar 
la viabilidad y aprobar los proyectos productivos o de vivienda de carácter individual, 
que deseen emprender los exintegrantes de las FARC-EP en proceso de reincorporación 
económica y social conforme al Decreto Ley 899 de 2017 y a los criterios establecidos 
previamente por el Consejo Nacional de Reincorporación”.

Que el CNR, en la sesión número 72 del 21 de mayo de 2018 y según el acta de 
la misma fecha, estableció los criterios orientadores para los proyectos productivos 
individuales en los siguientes términos: “La reincorporación a la vida civil es un proceso 
de carácter integral y sostenible, excepcional y transitorio, que considera los intereses de 
la comunidad de las FARC en proceso de reincorporación” y que “Se tendrá en cuenta 
que la reincorporación de las FARC se fundamenta en el reconocimiento de la libertad 
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individual y del libre ejercicio de los derechos individuales de cada uno de quienes son 
hoy integrantes de las FARC en proceso de reincorporación.”

Que la ARN expidió la Resolución número 3207 de 2018 mediante la cual se 
establecieron los requisitos para verificar la viabilidad y aprobar los proyectos productivos 
o de vivienda de carácter individual establecidos en el Decreto Ley 899 de 2017 con el fin
de ejecutar la función asignada a la Agencia para la Reincorporación y la Normalización
mediante el Decreto número 1212 de 2018.

Que la ARN, en virtud de la facultad otorgada por el artículo 2.3.2.4.1 del Decreto 
número 1081 de 2015, adicionado por el artículo 1° del Decreto número 1363 de 2018, 
expidió la Resolución número 4309 del 24 de diciembre de 2019 “Por la cual se establece 
la Ruta de Reincorporación”, en la cual se señalaron, entre otros aspectos, los requisitos 
para acceder al desembolso de los beneficios económicos establecidos en el Decreto Ley 
899 de 2017.

Que la Resolución número 4309 de 2019, en su artículo 11 definió el componente de 
sostenibilidad económica como aquel a través del cual se promoverá la generación de 
fuentes de ingresos en el mediano y largo plazo, el fortalecimiento de formas asociativas 
teniendo en cuenta el enfoque territorial, diferencial y de género, el cual comprende 
acciones orientadas al desarrollo de proyectos productivos individuales y colectivos, 
el acompañamiento técnico integral, el impulso a la asociatividad, el encadenamiento 
productivo y procesos de inclusión laboral en articulación con los demás actores del orden 
territorial y nacional.

Que el Decreto Ley 899 de 2017, estableció en su artículo 17 la posibilidad de crear 
los planes y programas necesarios con enfoque de derecho e integrales de la población 
beneficiaria del proceso de reincorporación, dentro los cuales contempló en el numeral 9: 
“empleabilidad y productividad”.

Que la Política de Reincorporación Social y Económica de los exintegrantes de las 
FARC-EP, contemplada en el Documento CONPES 3931 de 2018, establece dentro de 
sus objetivos específicos el OE3, orientado a “Generar condiciones para el acceso a 
mecanismos y recursos necesarios para la estabilización y proyección económica de los 
exintegrantes de las FARC-EP y sus familias, de acuerdo con sus intereses, necesidades y 
potencialidades”.

Que el Documento CONPES 3931 de 2018, señala dentro de las condiciones para el 
acceso a mecanismos y recursos necesarios para la estabilización y proyección económica 
de exintegrantes de las FARC-EP y sus familias, establecidas en la sección 5.3.3., que 
la reincorporación económica “(…) se orientará hacia la generación de alternativas 
productivas, colectivas e individuales para la consolidación de fuentes de ingresos 
sostenibles en el mediano y largo plazo, en el marco de la legalidad” y que “(…) esta 
política se enfoca estratégicamente en el acompañamiento individual y colectivo para 
el fortalecimiento de capacidades y el acceso a activos productivos, que faciliten la 
reincorporación económica y productiva”.

Que de acuerdo con sección 5.3.3. del Documento CONPES 3931 de 2018, esa estrategia 
de acompañamiento “(…) implica la implementación de acciones interinstitucionales 
en cuatro componentes: (i) caracterización y seguimiento de la población objetivo y 
sus territorios; (ii) fomento y fortalecimiento de formas asociativas y organizativas de 
exintegrantes de las FARC -EP incluyendo a ECOMUN; (iii) desarrollo de sus proyectos 
productivos y generación de ingresos y (iv) servicios de gestión y colocación dirigidos a 
los exintegrantes de las FAR-EP”.

Que en el marco del Programa de Reincorporación Integral (PRI) creado mediante 
artículo 20 de la Ley 2294 de mayo de 2023, por la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”, y con fundamento en lo 
establecido en el numeral 9 del artículo 17 del Decreto Ley 899 de 2017 y su parágrafo 2°, 
además de lo expresado la sección 5.3.3. del Documento CONPES 3931 de 2018; la ARN 
diseñó la Estrategia de Sostenibilidad, como mecanismo para fortalecer los proyectos 
e iniciativas productivas de las personas y colectivos en proceso de reincorporación, 
de manera tal que avancen hacia la sostenibilidad económica, social y ambiental, y se 
consoliden como ejemplos exitosos del modelo de economía social y solidaria en el país.

Que la Estrategia de Sostenibilidad se aprobó en la Sesión 143 del CNR realizada el 
8 de mayo de 2023 y, definió como beneficiarios de esta a los proyectos colectivos, los 
proyectos individuales asociativos e iniciativas productivas colectivas autogestionadas, 
que se ejecuten conjuntamente por mínimo cinco (5) personas firmantes del Acuerdo Final 
de Paz, que estén en funcionamiento y sean viables económica y socialmente.

Que conforme a lo aprobado en la Sesión 143 del CNR, la estrategia contempla un 
fortalecimiento equivalente a un valor máximo de $400.000.000 por proyecto colectivo, 
proyecto individual de carácter asociativo o iniciativa productiva colectiva autogestionada, 
de acuerdo con el análisis técnico y el plan de sostenibilidad que se formule a partir del 
resultado del análisis de viabilidad para cada caso. Dicho valor se estableció realizando un 
análisis general de los proyectos productivos que se están acompañando y un balance del 
promedio de las necesidades identificadas. La fuente de los recursos serán el Presupuesto 
General de la Nación, los recursos asignados a la ARN en la subcuenta de Reincorporación 
del Fondo Colombia en Paz, otras ofertas institucionales o la cooperación internacional.

Que, las bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia 
Mundial de la Vida”, establece en su punto 5 que: “El gobierno implementará acciones 
afirmativas para garantizar que las mujeres tengan prioridad y especial protección para 

acceder a las políticas de empleo, vivienda, tierra, salud y educación, con el objetivo 
de cerrar las brechas de género y avanzar hacia una sociedad más equitativa” y que: 
“Se promoverán estrategias de articulación de instrumentos financieros, transferencia y 
desarrollo de capacidades técnicas y humanas que incluyan la prevención de violencias 
de género, alistamiento financiero y pruebas de alternativas innovadoras y flexibles de 
acceso al financiamiento, y asesoría para promover, apoyar y financiar el emprendimiento, 
formalización y fortalecimiento empresarial de las mujeres, fomentando la asociatividad, 
así como las alianzas público-populares y comunitarias con enfoque de género.” Dichos 
postulados son motivación para la priorización que en la estrategia recibirán los proyectos 
e iniciativas productivas colectivas autogestionadas y liderados por colectivos de mujeres 
en proceso de reincorporación.

Que, en virtud de lo expuesto, la Agencia para la Reincorporación y Normalización 
(ARN), considera necesario establecer mediante acto administrativo las condiciones de 
acceso a la Estrategia de Sostenibilidad, los destinatarios, los tipos de inversión, criterios 
de priorización, demás disposiciones y lineamientos, con la finalidad de fortalecer las 
unidades productivas que se desarrollan en el proceso de reincorporación económica.

Que por tratarse de un acto administrativo general, considerado como proyecto 
específico de regulación y en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el Decreto 
número 1081 de 2015, modificado por el Decreto número 270 de 2017, en consonancia 
con lo dispuesto en el artículo 8° numeral 8 de la Ley 1437 de 2011 y con el propósito de 
fortalecer los principios de transparencia, publicidad y participación ciudadana, y según 
lo dispuesto en la Resolución número 0918 de 2022 expedida por la Agencia para la 
Reincorporación y la Normalización, el proyecto de acto administrativo fue publicado en 
la página web de la Agencia para la Reincorporación y la Normalización, por el término 
de cinco (5) días hábiles, entre el 20 de marzo de 2024 hasta el 27 de marzo de 2024, para 
conocimiento de la ciudadanía, con el fin de recibir sugerencias, propuestas y opiniones.

Que, cumplido el término de publicación, se recibió un oficio con nueve (9) 
observaciones por parte del Consejo Nacional de Reincorporación (CNR-COMUNES) a 
las cuales se les dio respuesta mediante oficio radicado interno OFI24-007988 / GPU del 
lunes 15 de abril de 2024.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente resolución es establecer las disposiciones 

y lineamientos de la Estrategia de Sostenibilidad para el fortalecimiento de proyectos 
productivos colectivos e individuales de carácter asociativo e iniciativas productivas 
colectivas autogestionadas en el marco del Proceso de Reincorporación.

Artículo 2°. Destinatarios. La Estrategia de Sostenibilidad tendrá como destinatarios 
los colectivos en proceso de reincorporación que desarrollan proyectos productivos 
colectivos, proyectos productivos individuales asociativos e iniciativas productivas 
colectivas autogestionadas viables, de las siguientes tipologías:

1. Proyectos productivos colectivos que hayan implementado recursos de acuerdo
con la línea productiva aprobada por el Consejo Nacional de Reincorporación
(CNR).

2. Proyectos productivos individuales asociativos con un mínimo de cinco (5) per-
sonas en Proceso de Reincorporación y que hayan implementado los recursos de
acuerdo con la línea productiva aprobada por la Agencia para la Reincorporación
y la Normalización (ARN).

3. Iniciativas productivas colectivas autogestionadas por formas asociativas con un
mínimo de cinco (5) personas en Proceso de Reincorporación.

Parágrafo. Los integrantes que sean personas en proceso de reincorporación deben 
estar con estado “activo” dentro del proceso.

Artículo 3°. Criterios Generales para la Priorización del Direccionamiento de los 
Recursos y del Acompañamiento Técnico. Los criterios de priorización para el 
direccionamiento de los recursos y para el acompañamiento técnico a los desti-
natarios de la presente resolución, son los siguientes:

1. Proyectos productivos que respondan a las vocaciones productivas de los terri-
torios en los que se desarrollan y contemplen acciones de conservación y protec-
ción ambiental.

2. Proyectos productivos liderados por colectivos de mujeres o compuestos mayo-
ritariamente por mujeres en proceso de reincorporación.

3. Proyectos productivos de impacto regional que se orienten a fortalecer los proce-
sos asociativos, la generación de redes y la articulación comunitaria y territorial
en favor de la sostenibilidad y el posicionamiento de estos.

Parágrafo 1°. El resultado de la priorización y acceso a la Estrategia de Sostenibilidad 
estará sujeto a la disponibilidad de recursos asignados para dicho propósito.

Parágrafo 2°. Excepcionalmente, se destinará un porcentaje de la bolsa de recursos 
de cada vigencia a los casos especiales de proyectos productivos que conlleven a la 
reformulación y reinicio de los procesos productivos inicialmente aprobados por el 
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Consejo Nacional para Reincorporación (CNR) o por la Agencia para Reincorporación 
y la Normalización (ARN), cuando hayan presentado afectación en su normal desarrollo, 
por situaciones de riesgo o amenaza, relacionadas con factores de seguridad o 
medioambientales.

Parágrafo 3°. Los colectivos que accedan al apoyo del recurso de fortalecimiento se 
comprometen a destinarlo para la inversión aprobada conforme a los requisitos establecidos 
en la presente resolución, so pena de la suspensión del apoyo para el fortalecimiento que 
les ha sido reconocido. Lo anterior, teniendo en cuenta la corresponsabilidad de cada 
exintegrante de las FARC-EP para la puesta en marcha de su proceso de reincorporación.

Artículo 4°. Destinación de los recursos de fortalecimiento de proyectos e iniciativas 
en el marco de la estrategia de sostenibilidad. Los recursos del fortalecimiento asignados 
en el marco de la estrategia de sostenibilidad podrán tener la siguiente destinación:

1. Activos productivos.
2. Estrategias de mercadeo y comercialización.
3. Innovación tecnológica.
4. Procesos de transformación y valor agregado.
5. Procesos de certificación y permisos.
Parágrafo 1°. La implementación de la estrategia de que trata la presente resolución

podrá incluir el fortalecimiento de las formas asociativas que implementan los proyectos.
Parágrafo 2°. Los recursos asignados en el marco de la estrategia podrán ser 

excepcionalmente destinados para coadyuvar a los destinatarios de la presente resolución 
en el proceso de acceso a predios rurales o urbanos.

Artículo 5°. Monto de recursos de la estrategia de sostenibilidad. El monto máximo 
que se otorgará por proyecto productivo o iniciativa en el marco de la Estrategia de 
Sostenibilidad será de hasta cuatrocientos millones de pesos ($400.000.000) moneda 
corriente de conformidad con el análisis técnico y el plan de sostenibilidad que se formule 
y el resultado de viabilidad para cada caso.

Artículo 6°. Acceso al Apoyo por Proyecto o Iniciativa Productiva. Cada proyecto o 
iniciativa productiva podrá ser financiado con los recursos de la Estrategia de Sostenibilidad 
por una única vez. No obstante, tratándose de personas jurídicas, estás podrán acceder a 
los recursos de la Estrategia de Sostenibilidad por un máximo de dos (2) veces y siempre 
que se postulen proyectos o iniciativas productivas autogestionadas diferentes.

TÍTULO II
DISPOSICIONES ESPECÍFICAS

CAPÍTULO I
Postulación y acceso

Artículo 7°. Postulación a la Estrategia de Sostenibilidad. Los integrantes del proyecto 
o iniciativa productiva deberán presentar formalmente la carta de solicitud y compromiso
a través de los canales de atención dispuestos por la Agencia para la Reincorporación y
la Normalización (ARN), en la cual manifiesten su interés de participar en el proceso de
fortalecimiento y se comprometan a surtir el proceso de diagnóstico que determinará su
viabilidad, de acuerdo con las orientaciones que brinde la Agencia para la Reincorporación 
y la Normalización (ARN). La postulación deberá contener la siguiente información:

1. Nombre del proyecto productivo.
2. Ubicación (vereda, municipio, departamento).
3. Número de integrantes: hombres y mujeres.
4. Manifestación clara de participar en el proceso de fortalecimiento desde la Estra-

tegia de Sostenibilidad, lo que implica su compromiso con las diferentes activi-
dades, así como el suministro de información oportuna y veraz en el momento de
la aplicación del Instrumento de viabilidad.

5. Nombre completo del representante legal cuando aplique y de los integrantes del
proyecto o iniciativa productiva.

6. Datos de contacto: correo electrónico y número telefónico de contacto.
7. Para el caso de iniciativas productivas autogestionadas, se debe presentar la ficha

de caracterización de acuerdo con el formato que suministrará la Agencia para la
Reincorporación y la Normalización (ARN).

Parágrafo 1°. La Agencia para la Reincorporación y la Normalización (ARN) deberá 
validar que la forma asociativa se encuentra cumpliendo con las obligaciones legales. Al 
respecto, podrá tener en cuenta la certificación del ente de control respectivo o el certificado 
emitido por el contador público o revisar fiscal.

Parágrafo 2°. Para el proceso de postulación, la Agencia para la Reincorporación 
y la Normalización (ARN) dispondrá de formatos que faciliten la presentación de 
la manifestación de interés por parte de las personas en proceso, así como también la 
posterior revisión y validación inicial que se realice por parte de los Grupos Territoriales 
(GT) de la ARN.

Parágrafo 3°. Los métodos de operación para el respectivo proceso de solicitud se 
podrán consultar en la página web oficial de la Agencia para la Reincorporación y la 
Normalización (ARN) y a través de los Grupos Territoriales y del Grupo de Sostenibilidad 
Económica (GSE) de la Dirección Programática de la ARN.

Parágrafo 4°. Los proyectos productivos colectivos, los proyectos productivos 
individuales asociativos y las iniciativas productivas colectivas autogestionadas que 
se postularon con anterioridad a la vigencia de la presente resolución se les aplicará 
las disposiciones y lineamientos establecidos en el presente acto administrativo, con 
excepción a los montos de los apoyos que constituyan acuerdos previos entre el Gobierno 
nacional y las organizaciones de reincorporación. En todos los casos estos montos serán 
contabilizados como parte de la estrategia.

Parágrafo 5°. La respuesta a la carta de solicitud y compromiso se dará en los quince 
(15) días hábiles siguientes a su radicación.

Parágrafo 6°. El seguimiento a la solicitud de acceso a la estrategia de sostenibilidad
se podrá realizar a través de los canales de atención dispuestos por la Agencia para la 
Reincorporación y la Normalización (ARN).

Artículo 8°. Validación de la Documentación. Recibida la carta de solicitud y 
compromiso, se hará la verificación de los requisitos indicados inicialmente por parte de 
los Grupos Territoriales. Posteriormente el equipo técnico del Grupo de Sostenibilidad 
Económica (GSE) de la Dirección Programática de la ARN constatará el cumplimiento 
de requisitos y activará la ruta para aplicar el instrumento de viabilidad, el cual permitirá 
determinar el estado actual del proyecto o iniciativa productiva e identificar las prioridades 
de inversión orientadas al fortalecimiento y la sostenibilidad del proyecto productivo, 
la cual se adelantará con la participación permanente de los integrantes del proyecto o 
iniciativa productiva.

Parágrafo. En caso de solicitud de ajuste o subsanación deberá ser atendida en un plazo 
máximo de treinta (30) días hábiles.

Artículo 9°. Aplicación del Instrumento de Viabilidad. El Grupo Territorial (GT) 
deberá aplicar el instrumento de viabilidad que determinará si el proyecto o la iniciativa 
productiva es viable y si puede acceder o no a la Estrategia de Sostenibilidad.

Artículo 10. Resultados de la Validación. Una vez analizado el estado de viabilidad 
del proyecto o la iniciativa productiva, se socializará el resultado con sus integrantes, el 
cual podrá ser:

1. Viable y financiable por la Estrategia de Sostenibilidad de acuerdo con lo que se
establezca en los métodos operativos que para este propósito se definan por la
Entidad.

2. No financiable por la Estrategia de Sostenibilidad.
CAPÍTULO II

Estructuración de los Planes de Sostenibilidad
Artículo 11. Planes de Sostenibilidad. El plan de sostenibilidad identifica las acciones 

de fortalecimiento que requiere cada proyecto o iniciativa productiva para mejorar la 
calidad de los indicadores de sostenibilidad obtenidos en la aplicación del instrumento 
de viabilidad para cada uno de los ocho (8) factores de sostenibilidad que se señalan a 
continuación, y que comprenderán acciones complementarias en el marco de la Estrategia 
de Sostenibilidad:

1. Acompañamiento y fortalecimiento técnico y financiero.
2. Fortalecimiento organizativo y asociativo.
3. Acompañamiento y fortalecimiento a procesos de mercadeo y comercialización.
4. Acompañamiento y gestión para la articulación e incidencia territorial.
5. Implementación de los enfoques de género, étnico y diferenciales.
6. Predios rurales y urbanos.
7. Seguridad.
8. Ambiental.
Parágrafo 1°. El Grupo Territorial (GT) o el Grupo de Sostenibilidad Económica

(GSE) de la Dirección Programática de la ARN, elaborarán el plan de sostenibilidad y 
una propuesta de priorización de acciones del plan de fortalecimiento para aprobación del 
Comité Técnico de la Estrategia de Sostenibilidad.

Parágrafo 2°. El plan de sostenibilidad se socializará a los colectivos dentro de los 
quince (15) días hábiles siguientes a la aprobación del plan de sostenibilidad.

Artículo 12. Comité Técnico. El Comité Técnico de la Estrategia de Sostenibilidad 
tiene como objetivo aprobar los planes de sostenibilidad y el plan de fortalecimiento de 
hasta cuatrocientos millones de pesos ($400.000.000) por proyecto o iniciativa.

Artículo 13. Conformación del Comité Técnico. El Comité Técnico de la Estrategia de 
Sostenibilidad estará conformada por los siguientes integrantes con voz y voto:

1. Director(a) Programático(a), o quien este(a) designe quien lo preside
2. Subdirector(a) Territorial, o quien este(a) designe.
3. Asesor(a) Grupo Sostenibilidad Económica, o quien este(a) designe.
4. Asesor(a) de la Unidad Técnica de Reincorporación
5. Asesor(a) de la Dirección General en temas de tierras y vivienda, o quien este(a)

designe.
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Parágrafo 1°. A las sesiones del Comité Técnico deberán asistir los representantes 
de los proyectos o iniciativas productivas que vayan a presentarse en la sesión. Las 
autoridades de las formas asociativas deberán enviar a la Agencia para la Reincorporación 
y la Normalización (ARN) la designación del representante dentro de los tres (3) días 
siguientes al recibo de la citación a la sesión.

Parágrafo 2°. Al Comité Técnico podrán asistir con voz y sin voto: el(la) profesional 
encargado de los temas de Género en la Dirección Programática, el(la) Coordinador(a) de 
Grupo Territorial al que corresponda el proyecto o iniciativa productiva, o quien este(a) 
designe, los(las) profesionales designados por el Grupo de Sostenibilidad Económica 
(GSE) de la Dirección Programática de la ARN, un delegado del Componente Comunes 
del CNR y un miembro de su Equipo Técnico, y otros definidos por el Comité.

Artículo 14. Funciones del Comité Técnico. El Comité Técnico tendrá a su cargo el 
cumplimiento de las siguientes funciones:

1. Aprobar el plan de sostenibilidad de acuerdo con los presupuestos que son finan-
ciables para los colectivos y solicitar los ajustes que correspondan.

2. Aprobar el plan de fortalecimiento de acuerdo con los presupuestos que son fi-
nanciables para los colectivos.

3. Hacer seguimiento al desarrollo de los planes de sostenibilidad y fortalecimien-
to.

Artículo 15. Funcionamiento del Comité Técnico. La periodicidad de las sesiones del 
Comité dependerá de las postulaciones que sean radicadas y que cumplan con los criterios 
establecidos en el Capítulo I del presente acto administrativo.

El Comité Técnico sesionará con la asistencia de la totalidad de sus integrantes o 
delegados y tomará las decisiones por mayoría simple.

Las sesiones podrán ser celebradas de manera presencial, virtual o mixta, según estime 
el Comité.

Artículo 16. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica del Comité estará a cargo de un 
profesional designado por el Grupo de Sostenibilidad Económica (GSE) de la Dirección 
Programática de la ARN, quien además del registro y desarrollo de las actividades de cada 
Comité, será el encargado de:

1. Convocar las sesiones del Comité
2. Elaborar las agendas del Comité y dinamizar su cumplimiento.
3. Consolidar y remitir junto con la convocatoria la información que será objeto de

presentación al Comité, así como los soportes que correspondan de acuerdo con
el objetivo de la sesión.

4. Enviar a través de oficio a la forma asociativa y demás involucrados, el concepto
de aprobación o ajuste dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al desarrollo
del Comité Técnico.

5. Elaborar las actas o memorias de las sesiones de trabajo junto con los listados de
asistencia.

6. Apoyar la elaboración de informes de las gestiones del Comité
7. Realizar el seguimiento al cumplimiento de compromisos generados en sesiones

desarrolladas por el Comité.
Artículo 17. Seguimiento y Monitoreo a la Implementación del Plan de Sostenibilidad. 

El Grupo Territorial (GT) deberá desarrollar las actividades de monitoreo y seguimiento a 
través del instrumento de seguimiento al plan de sostenibilidad, el cual, se desarrollará de 
manera trimestral por espacio de dos (2) años.

Artículo 18. Desembolso. Cumplidos los requisitos dispuestos en la presente 
resolución, verificada la viabilidad y aprobación, la Agencia para la Reincorporación y la 
Normalización (ARN) solicitará al Fondo Colombia en Paz (FCP) o al ente que designe 
el Gobierno nacional, efectuar el desembolso de los recursos, directamente al vendedor, 
proveedor, operador, entidad financiera o solidaria vigilada por la Superintendencia 
Financiera de Colombia o por la Superintendencia de la Economía Solidaria o la figura de 
administración de recursos que se determine, según corresponda.

Parágrafo. El proceso de desembolso, previamente descrito, estará sujeto a los tiempos 
establecidos en los procedimientos por el Fondo Colombia en Paz (FCP) o el ente que 
designe el Gobierno nacional.

TÍTULO III
DISPOSICIONES FINALES

CAPÍTULO ÚNICO
Vigencia

Artículo 19. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación 
en el Diario Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 11 de junio de 2024.
La Directora General,

Alejandra Miller Restrepo.
(C. F.).

Establecimientos Públicos

Instituto Geográfico Agustín Codazzi

Territorial Córdoba

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 230000024 DE 2024

(junio 11)
por medio de la cual se suspenden términos para la ejecución en todos los trámites 
catastrales, actuaciones y procedimientos administrativos y misionales que sean de 
competencia de la Dirección Territorial Córdoba en los municipios de Chimá, Chinú, 
Momil, Montelíbano, Purísima, San Andrés de Sotavento, San José de Uré, Tierralta, 

Valencia y Puerto Libertador.
El Director Territorial Córdoba, en uso de sus atribuciones legales y reglamentarias, en 

especial las otorgadas en el artículo 30 del Decreto número 846 de 2021, y
CONSIDERANDO:

Que el artículo 365 de la Constitución Política dispone que “Los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Los servicios públicos estarán 
sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o 
indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado 
mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios (…)”.

La noción de servicio público se encuentra en el artículo 430 del Código Sustantivo de 
Trabajo que establece que se considera como servicio público toda actividad organizada 
que tienda a satisfacer necesidades de interés general en forma regular y continua, de 
acuerdo con un régimen jurídico especial, bien que se realice por el Estado directa o 
indirectamente o por personas privadas.

Que el artículo 1º del Decreto número 148 de 2020 modificó el artículo 2.2.2.1.1 del 
Decreto número 1170 de 2015 Por medio del cual se expide el Decreto Reglamentario 
Único del Sector Administrativo de Información Estadística establece que “la gestión 
catastral es un servicio público que comprende el conjunto de operaciones técnicas y 
administrativas necesarias para el desarrollo adecuado de los procesos de formación, 
actualización, conservación y difusión de la información catastral, por medio de los cuales 
se logra la identificación y mantenimiento permanente de la información física, jurídica 
y económica de los inmuebles del país. La gestión tiene implícito el multipropósito, el 
cual contribuye en la conformación catastral de un sistema catastral integral, completo, 
actualizado, confiable, consistente con el registro de la propiedad inmueble, digital e 
interoperable con otros sistemas de información del territorio”.

Que el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en adelante (IGAC), es la máxima 
autoridad catastral nacional y lo instituyó como prestador por excepción del servicio 
público de catastro; en ausencia de gestores catastrales habilitados. En atención a esta 
calidad, el IGAC mantendrá la función reguladora y ejecutora en materia de gestión 
catastral, agrología, cartografía, geografía y geodesia.

Que según el artículo 2.2.2.1.2 del Decreto número 1170 de 2015 modificado por 
el artículo 1° del Decreto número 148 de 2020, son principios de la gestión catastral, 
además de los principios de la función administrativa, la calidad, eficiencia, progresividad, 
libre competencia, seguridad jurídica, apertura tecnológica, integralidad, participación 
ciudadana, sostenibilidad, publicidad y uso de la información.

Que en aras de mejorar la prestación del servicio y de conformidad con lo determinado 
por el nivel central del IGAC, en la Dirección Territorial Córdoba se va a realizar el 
proceso de ajuste tecnológico dentro del Sistema Nacional Catastral (SNC), que implica 
la migración de las bases cartográficas existentes al sistema de referencia de origen único 
nacional para los municipios de Chimá, Chinú, Momil, Montelíbano, Purísima, San Andrés 
de Sotavento, San José de Uré, Tierralta, Valencia y Puerto Libertador; por lo cual, se 
hace necesario suspender los términos en todos los trámites, actuaciones y procedimientos 
correspondientes a los municipios de Chimá, Chinú, Momil, Montelíbano, Purísima, San 
Andrés de Sotavento, San José de Uré, Tierralta, Valencia y Puerto Libertador - Córdoba 
a partir de las cero (00:00) horas del 12 de Junio de 2024 y hasta las veinticuatro (24:00) 
horas del 18 de junio de 2024, inclusive.

Que el inciso final del artículo 118 del Código General del Proceso, aplicable por 
remisión expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, establece que “(…) los términos de días no se tomarán en 
cuenta los de vacancia judicial ni aquellos en que por cualquier circunstancia permanezca 
cerrado el juzgado (…)”; en consecuencia, en aplicación por remisión normativa, para el 
periodo comprendido del 13 de junio de 2024 al 19 de junio del mismo año, inclusive, no 
correrán términos en los trámites, actuaciones y procedimientos de competencia y que 
estén en conocimiento de la Dirección Territorial Córdoba para predios de los municipios 
de Chimá, Chinú, Momil, Montelíbano, Purísima, San Andrés de Sotavento, San José de 
Uré, Tierralta, Valencia y Puerto Libertador.

En mérito de lo expuesto,




